IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL POR INCUMPLIMIENTO DEL REQUISITO DE INMEDIATEZ
Para la Sala, en el caso concreto, la entidad actora no ejerció la acción de tutela en un «plazo razonable y proporcionado a partir del evento generador de la supuesta amenaza o violación de los derechos fundamentales». Lo anterior, toda vez que la supuesta afectación de los derechos fundamentales alegados como desconocidos por esta, proviene de la decisión de única instancia, proferida el 12 de julio de 2017, la cual fue objeto de solicitud de aclaración y complementación, que fue resuelta mediante auto de 7 de diciembre de 2017, en el sentido de negarla, proveído que fue notificado por estado del 13 de diciembre, (como la misma accionante lo informa en el escrito de amparo), cobrando ejecutoria el día 18 del mismo mes y año. Así las cosas, se encuentra que la acción de tutela de la referencia se presentó en esta Corporación el 17 de julio del 2018, es decir, luego de transcurridos más de siete meses de ejecutoriada la decisión judicial de la cual la parte actora alega una presunta violación de sus garantías constitucionales, término que para este juez constitucional no es razonable conforme a los argumentos expuestos en líneas precedentes. 
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Decide la Sala la impugnación elevada por la parte accionante contra el fallo de 31 de octubre de 2018, mediante el cual la Sección Cuarta del Consejo de Estado, declaró improcedente la acción de tutela de la referencia por encontrar que la misma no superó el estudio de los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción, en concreto el de la subsidiariedad.

I. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

La CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA -CAR, actuando a través de apoderado judicial, presentó
 acción de tutela en contra del CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN TERCERA, con la finalidad de que se protegieran sus derechos fundamentales al debido proceso y de defensa.

1.2. Hechos

La petición de amparo se fundamentó en los siguientes supuestos fácticos que la Sala sintetiza así:

1.2.1. El 27 de febrero de 2001, la CAR - Cundinamarca mediante Resolución Nº 311, ordenó la suspensión provisional de la actividad de extracción minera que efectuaba la sociedad Constructora Palo Alto & Cía. S. en C., en un yacimiento de materiales de construcción ubicado en el predio Las Lomitas, en el municipio de La Calera, Cundinamarca, cuya explotación se desarrollaba en virtud de las licencias de explotación o títulos mineros Nº 16.569 y Nº 16.715, otorgados por el Ministerio de Minas y Energía en el año 1993. 

1.2.2. Lo anterior, al encontrar que el predio en el que se ejercía la explotación minera no era compatible para la actividad extractiva, al considerar que la sociedad no cumplió con las condiciones que le fueron impuestas en el Plan de Manejo y Restauración Ambiental aprobado mediante Resolución Nº 421 de 1997, según el cual, cualquier actividad extractiva que se realizara sobre estos predios debía garantizar el manejo y restauración del medio ambiente en la zona.  

1.2.3. Atendiendo lo anterior, en el año 2001 la sociedad Constructora Palo Alto & Cía. S. en C., presentó demanda de nulidad y restablecimiento del derecho con la finalidad de que se declarara la nulidad de la Resolución Nº 311 de 27 de febrero de 2001 y, en consecuencia, se le permitiera continuar con los trabajos de explotación de materiales de construcción y demás actividades inherentes a las licencias de explotación de las que era titular.

1.2.4. El trámite judicial
 correspondió en única instancia a la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado (por importancia económica), la cual, con sentencia de 12 de julio de 2017, declaró la nulidad de la actuación demandada al encontrar que vulneró el debido proceso de la sociedad demandante, pues impuso la medida provisional de suspensión de las actividades de explotación minera sin determinar la duración de la misma, contrariando lo dispuesto en el artículo 188 del Decreto 1594 de 1984.

1.2.5. La autoridad judicial accionada condenó a la CAR a pagar a la sociedad Constructora Palo Alto & Cía. S. en C., las utilidades netas dejadas de percibir como consecuencia de la medida de suspensión preventiva de la actividad de explotación minera desde el 5 de marzo de 2001, hasta el 16 de julio de 2003, periodo comprendido entre la notificación de la resolución demandada y la ejecutoria del fallo de acción popular proferido por la Sección Quinta de esta Corporación
, en el que se ordenó a la sociedad Constructora Palo Alto & Cía. S. en C ejecutar las actividades necesarias para dar cabal cumplimiento al Plan de Manejo y Restauración Ambiental ordenado por la Resolución Nº 0421 de 17 de marzo de 1997, antes mencionado.

1.2.6. El 6 de octubre de 2017, el tercero interviniente Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez elevó solicitud de aclaración y complementación de la sentencia de 12 de julio de 2017, la cual fue resuelta mediante auto de 7 de diciembre de 2017, en el sentido de negarla. Posteriormente, mediante memorial presentado el 18 del mismo mes y año, el mismo señor presentó recurso de reposición en contra este auto, el cual fue negado con proveído de 6 de abril de 2018.  

1.3. Sustento de la vulneración 

En criterio de la tutelante, a través de la providencia cuestionada se vulneraron sus derechos fundamentales al debido proceso y de defensa, pues la decisión proferida en única instancia por el Consejo de Estado, Sección Tercera, incurrió en defecto sustantivo y procedimental.

1.3.1. En cuanto al defecto sustantivo alegó que la autoridad judicial accionada aplicó erróneamente, para resolver el caso concreto, el Decreto 1594 de 1984, artículo 188, norma que es aplicable a las medidas sanitarias preventivas relacionadas con la captación, aprovechamiento, disposición de aguas y vertimientos, y no a la extracción minera, como era el negocio objeto de tutela.

Expuso que la suspensión provisional adoptada al interior del procedimiento administrativo fue proferida en virtud de las facultades conferidas a la Corporación Autónoma Regional por la Ley 99 de 1993 y no del Decreto 1594 de 1984, por lo que no requería formalismos especiales, como equivocadamente lo concluyó el juez natural del medio de control.

1.3.2. Respecto al yerro procedimental manifestó que al interior del proceso ordinario se cuestionó un “acto administrativo que no era enjuiciable”, toda vez que la Resolución 311 de 27 de febrero de 2001 versó sobre una suspensión provisional regulada por el artículo 85 de la Ley 99 de 1993, actuación que por su naturaleza no podía ser objeto de control ante la jurisdicción contenciosa conforme a lo señalado por el artículo 49 del antiguo Código de Contencioso “no habrá recursos contra los actos de trámite o preparatorios”.

Alegó que la Sección Tercera de esta Corporación vulneró su derecho de defensa teniendo en cuenta que “separó todas las decisiones propias de un procedimiento sancionatorio para individualizar actuaciones que eran de mero trámite y darle el carácter de actos recurribles y enjuiciables ante la jurisdicción”.

Argumentó que la accionada desconoció el principio de no regresividad en materia ambiental, toda vez que la suspensión provisional adoptada tenía como finalidad evitar la degradación del medio ambiente y, por tanto, no debía imponérsele el cumplimiento de formalismos, lo que, en su sentir, conlleva que se valide la actuación irregular de la sociedad que realizaba la explotación minera ordenando su reparación, inobservando la responsabilidad que le asistía frente a la protección del medio ambiente.  

Por último, respecto de la exigencia de determinar el plazo de la suspensión provisional alegó que este fue debidamente establecido en la Resolución Nº 311 de 27 de febrero de 2001, toda vez que en el mismo se indicó que la suspensión iría hasta que se tuviera certeza de que no existiera peligro de daño grave e irreversible a los recursos naturales y al medio ambiente.

1.4. Pretensiones

De la lectura del escrito de tutela, se tiene que la parte actora elevó las siguientes pretensiones:

““PRIMERO: QUE SE TUTELE el derecho fundamental al debido proceso y el derecho de defensa de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, CAR. 

SEGUNDO: QUE SE DEJE SIN EFECTOS la sentencia del 12 de julio de 2017, notificada el 29 de septiembre de 2017, providencia esta que no fue objeto de aclaración ni de complementación mediante proveído del 7 de diciembre de 2017, notificado el 13 de diciembre de 2017, como tampoco accedió al recurso formulado mediante providencia notificada el 29 de mayo de 2018. 

TERCERO: QUE SE ORDENE a la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, que en el término de un mes a partir de la notificación del fallo que ampare los derechos fundamentales conculcados de mi representada, profiera una nueva sentencia en la que analice de forma integral el principio de protección a los recursos naturales, la correcta aplicación de la ley en el tiempo, aplique el principio de no regresividad en materia ambiental, para que como consecuencia de todo lo anterior niegue las pretensiones de la demanda y deje sin efecto alguno el fallo proferido el 12 de julio de 2017, notificado el 29 de septiembre de 2017.”

1.5. Trámite en primera instancia y contestaciones de la demanda

Con auto de 26 de julio de 2018 (fl. 66) la Sección Cuarta del Consejo de Estado admitió la acción de tutela de la referencia. Como consecuencia de lo anterior, ordenó notificar como accionados a los Magistrados de la Sección Tercera de esta Corporación.

A su vez, dispuso vincular al presente trámite constitucional como tercero con interés en las resultas del proceso a la Constructora Palo & Cia. S. en C.

Por último, en virtud de lo establecido en el artículo 610 del Código General del Proceso ordenó notificar el presente asunto a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.

1.6. Contestaciones

1.6.1. Consejo de Estado, Sección Tercera

Actuando a través de la Consejera Ponente de la sentencia censurada en el asunto de autos, rindió el informe requerido solicitando se negaran las pretensiones del escrito de amparo toda vez que “carecen de fundamento los defectos que la actora endilga a la sentencia impugnada y las razones en que sostiene la procedencia de la tutela”.
En cuanto al fondo del asunto indicó que la CAR se abstuvo de contestar la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho “siendo esa la oportunidad que tenía para plantear las razones de defensa con las que ahora pretende reabrir el debate decidido”.
Advirtió que los argumentos expuestos en el escrito de tutela relacionados con la naturaleza jurídica del acto administrativo enjuiciado y su sujeción a las disposiciones constitucionales sobre la protección del medio ambiente y del Decreto 1594 de 1984, fueron objeto de debate en el trámite ordinario censurado, insistiendo en la inactividad de la actora en dicho proceso.

Sostuvo que los derechos constitucionales al debido proceso y el derecho de defensa de la entidad tutelante no fueron desconocidas por el Consejo de Estado, alegando con esto que lo pretendido es revivir un debate procesal en el que tuvo todas las garantías pero se abstuvo de ejercer contradicción.

1.6.2. Constructora Palo Alto & Cía. S. en C.

Actuando a través del Representante Legal rindió el informe requerido. Al respecto, solicitó que se niegue por “improcedente, temeraria, ilegal e ilícita la acción de tutela de la referencia”.

Argumentó que en el trascurso del trámite objeto de cuestionamiento la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca: (i) no contestó la demanda, (ii) tampoco cuestionó el documento presentado como tasación de perjuicios ni el peritaje ambiental allegado al proceso debatido, refiriendo con ello que la entidad demandante no agotó todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial que tuvo a su alcance, ya que la vulneración a sus derechos fundamentales no fue alegada en el proceso judicial dentro de la oportunidad pertinente para ello pretendiendo usar la acción constitucional para encubrir su inactividad y negligencia.

La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, pese a que fue debidamente notificada, guardó silencio.

1.7. Solicitud de Coadyuvancia

El señor Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez allegó escrito en la que manifiesta que coadyuva las pretensiones de la CAR (Fls 74 – 105)

Sostuvo que le asiste interés legítimo en el resultado de la acción de tutela, toda vez que es propietario de la zona de reserva forestal denominada “Nacapava” la cual fue destruida por la minería ilegal que practicó sobre dichos terrenos la sociedad Constructora Palo Alto & Cía. S. en C. 

Argumentó que el acto administrativo demandado es la expresión del cumplimiento de las funciones que le fueron encomendadas a la Corporación Autónoma Regional, en concreto a las relacionadas con la garantía del principio ambiental de precaución y la prevención de los crímenes ambientales, por lo que resulta “manifiestamente inconstitucional y manifiestamente ilegal” que se haya condenado al Estado al pago de una enorme indemnización por suspender una actividad ilícita.

Alegó que la decisión judicial cuestionada incurrió en los siguientes defectos (i) procedimental, al no garantizar la doble instancia; (ii) sustantivo por indemnizar unos perjuicios inexistentes producto de una actividad criminal e ilícita como es la explotación minera de áreas de reserva forestal prohibidas excluidas e incompatibles con la minería desde 1993; y (iii) en desconocimiento del precedente de las reglas fijadas por la Corte Constitucional en las sentencias T-774 de 2004 y C- 339 de 2002
. 

Con fundamento en lo anterior solicitó se accedieran a las pretensiones del escrito de amparo.

Finalmente, con memoriales radicados el 12 y el 22 de agosto de 2018, el señor Mantilla Gutiérrez presentó escritos complementarios en los que agregó que la providencia cuestionada en el asunto de la referencia incurrió en defecto procedimental al declarar la nulidad del acto administrativo enjuiciado sin tener presente que frente al tiempo de duración de la suspensión provisional decretada, el Código Minero de 1988 contemplaba la posibilidad de imponer esta de forma tácita.

1.8. Sentencia de primera instancia

La Sección Cuarta del Consejo de Estado, mediante sentencia proferida el 31 de octubre de 2018 declaró improcedente la petición de amparo de la referencia por considerar que la misma no superó con satisfacción el estudio de los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción, en concreto, el de la subsidiariedad. Se resalta del fallo objeto de revisión:

“5.2. La Sala advierte que los argumentos expuestos por la entidad accionante pudieron ser controvertidos en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, porque hacen parte del debate propio de ese medio de control que gira en torno a la legalidad del acto administrativo demandado, frente a lo cual, el trámite constitucional de tutela no es el escenario procedente.

(…)

De lo anterior se puede concluir que (i) el debate relacionado con indebida aplicación del artículo 188 del Decreto 1594 de 1984, fue suficientemente abordado en el proceso ordinario, pues la Sección Tercera de esta Corporación encontró que resultaba aplicable al estudio de legalidad de la Resolución Nº 311 de 2001, en tanto el parágrafo 3 del artículo 85 de la Ley 99 de 1993 hace remisión expresa a dicha norma frente al procedimiento para imponer las medidas y sanciones allí consagradas; (ii) la inconformidad frente a la naturaleza de la medida que fue impuesta (provisional o definitiva) fue un asunto analizado y resuelto en la sentencia ya que fue el sustento para exigir el requisito contemplado en el artículo 188 del Decreto 1594 de 1984.

Del mismo modo, se desconoce el carácter residual y subsidiario de este mecanismo de protección constitucional en lo que hace relación con la supuesta inaplicación del principio de no regresividad en materia ambiental, al momento de dictarse la decisión objeto de tutela, argumento que tampoco se propuso en el proceso ordinario y que ahora se pretende exponer en este escenario que no está concebido para sustituir a los jueces naturales.

La Sala resalta que la entidad actora en la única oportunidad que intervino no hizo referencia a estos alegatos de defensa, lo que sin duda, de estudiarse de fondo, llevaría a desconocer el carácter residual y subsidiario de este mecanismo como se advirtió en precedencia”. 

Respecto de la solicitud de coadyuvancia presentada por el señor Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez estimó que la misma era procedente al considerar que le asistía un interés legítimo en las resultas del proceso, pues en la providencia demandada se hace referencia a su intervención como tercero, en calidad de parte impugnante, la cual, de conformidad con la información suministrada por el Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI, fue reconocida mediante auto de 9 de junio de 2003.

1.8. Impugnación

En desacuerdo con lo decidido por el juez a quo de tutela, la parte accionante y el coadyuvante, dentro de la oportunidad legal establecida para tal fin
, presentaron recurso de alzada.

1.8.1. El señor Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez argumentó que la decisión censurada vulneró las garantías fundamentales de defensa y debido proceso de la CAR-Cundinamarca. Respecto de los fundamentos expuestos por el juez a quo de tutela relacionados con la subsidiariedad expuso que “independientemente de la contestación o no de la demanda por la demandada, el coadyuvante expuso en el plenario y en beneficio de aquella, los mismos argumentos que sustenta en el escrito de amparo”.
Manifestó que la sentencia recurrida “es del todo ilegal puesto que viola ostensiblemente el artículo 71 del Código general del proceso (…) pues el coadyuvante está plenamente autorizado para escribir, fundamentar y soportar todas las razones y todas las pretensiones como si fuera la CAR, en beneficio de las pretensiones de dicha entidad, que no son otras que se tutelen sus derechos fundamentales ostensiblemente vulnerados”.
Refirió que la CAR Cundinamarca sí contestó la demanda ordinaria y lo hizo a través suyo (coadyuvante), lo que serviría para tener por superado el requisito de subsidiariedad y proceder a pronunciarte respecto del fondo del asunto. 

Por lo demás, reiteró los argumentos expuestos en el escrito inicial de coadyuvancia. 

1.8.2. CAR - Cundinamarca
Allegó memorial con el que insistió en los defectos sustantivo y procedimental en el que, en su criterio, incurrió la Sección Tercera del Consejo de Estado.

Alegó una indebida aplicación del Decreto 1594 de 1984, artículo 188, pues en su criterio dicho precepto legal es aplicable a las medidas sanitarias preventivas relacionadas con la captación, aprovechamiento, disposición de aguas y vertimientos, y no a la extracción minera, como era el caso del procedimiento administrativo cuestionado.

Reiteró que el acto administrativo anulado no podía ser sujeto a control jurisdiccional por tratarse de una actuación meramente de trámite.

Expuso que no existe otro medio de defensa judicial a su alcance para exigir la protección de las garantías constitucionales que estimó trasgredidas, “toda vez que el proceso enjuiciado es de única instancia”

1.9. Actuación en segunda instancia

La Procuradora 30 Judicial II Ambiental y Agraria, allegó documento visible a folios 173 a 181 con el que manifestó que, en defensa del orden jurídico e intereses colectivos, coadyuvada las pretensiones elevadas por la entidad accionante en el escrito de alzada.

Como fundamento de su solicitud expuso que el acto administrativo enjuiciado y declarado nulo al interior del proceso censurado en el asunto de autos correspondía a una actuación de trámite y por consiguiente no podía ser objeto de control judicial, configurándose un defecto procedimental, no obstante, reprochó que el juez a quo de tutela nada dijo al respecto.

Luego citó en extenso un pronunciamiento proferido por esta Corporación
 relacionada con la naturaleza de los actos administrativos que imponen medidas preventivas en materia ambiental.

Por último advirtió que por tratarse de un proceso de única instancia no existía otro medio de defensa judicial idóneo para solicitar la protección de sus garantías fundamentales.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

Esta Sala es competente para asumir el conocimiento de la impugnación presentada por la parte accionante y el coadyuvante, según lo establecido por el Decreto No. 2591 de 1991
, el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto No. 1983 de 2017
 y por el artículo 2º del Acuerdo 55 de 2003
 de la Sala Plena del Consejo de Estado.

2. Asunto bajo análisis

De acuerdo con los antecedentes de la acción constitucional, el fallo de tutela de primera instancia, así como los argumentos y consideraciones expuestos en la impugnación, corresponde a la Sala determinar si la decisión recurrida debe confirmarse, modificarse o revocarse. Por tanto, se analizará:

(I) si la petición de amparo supera con satisfacción el estudio de los requisitos de procedencia adjetiva de la acción y, de ser el caso,

(II) si con ocasión de la sentencia de 12 de julio de 2017, el Consejo de Estado, Sección Tercera incurrió en los defectos señalados dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho que presentó la sociedad Constructora Palo Alto & Cia. S en C, contra la CAR – Cundinamarca.

Previo a resolver el problema jurídico planteado se analizará el criterio de la Sala sobre procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial.

3.  Generalidades de la acción de tutela

La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en sentencia de 31 de julio de 2012
, unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
, y en ella concluyó: 

“…si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.”
 (Negrilla fuera de texto).

Conforme al anterior precedente, es claro que la Corporación ha modificado su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, conforme a él, es necesario estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento por la jurisprudencia, como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Así, para la Sala ahora es importante precisar bajo qué parámetros se hará ese estudio, pues la sentencia de unificación se refirió a los “…fijados hasta el momento jurisprudencialmente…”. 

En efecto, sabido es que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 constitucional y, por ende, la procedencia de esta acción constitucional contra providencia judicial no puede ser ajena a esas características. 

La Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, sin distinguir cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -procedencia sustantiva- y cuáles impiden efectivamente adentrarnos en el fondo del asunto -procedencia adjetiva-.

En ese orden, primero se verificará que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado; y iii) inmediatez, cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la Sección declarará improcedente el amparo solicitado y no entrará a analizar el fondo del asunto.

Por el contrario, cumplidos esos parámetros, corresponderá a la Sala adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural.

4. Cuestión previa

Atendiendo la solicitud presentada por el Ministerio Publico, las funciones que le otorga la Carta Política y el interés general que dice representar, la Sala aceptará la solicitud de coadyuvancia presentada por la Procuraduría General de la Nación y así los decretará en la parte resolutiva de este proveído.

5. Análisis sobre los requisitos de procedibilidad de la acción
5.1. De la inmediatez 

Frente a esta exigencia la Corte Constitucional en sentencia T-033 del 26 de enero del 2015, como criterio auxiliar, al reiterar la jurisprudencia, indicó:

“4.1. De conformidad con el denominado requisito de la inmediatez, la acción de tutela debe ser interpuesta dentro de un plazo razonable y proporcionado a partir del evento generador de la supuesta amenaza o violación de los derechos fundamentales, so pena de que se determine su improcedencia
.
4.2. Desde la sentencia SU-961 de 1999
 esta Corte determinó, a partir de la interpretación del artículo 86 de la Constitución Política, que pese a que según esta norma la acción de tutela puede ser interpuesta “en todo momento”, de lo que se deriva que no posee ningún término de prescripción o caducidad, ello no significa que no deba interponerse en un plazo razonable desde el inicio de la amenaza o vulneración pues, de acuerdo con el mismo artículo constitucional, es un mecanismo para reclamar “la protección inmediata” de los derechos fundamentales. 

A partir de allí, la jurisprudencia constitucional ha sostenido invariablemente que la ausencia de un término de caducidad o prescripción en la acción de tutela implica que el juez no puede simplemente rechazarla en la etapa de admisión con fundamento en el paso del tiempo
. No obstante, de la misma forma ha dicho que la finalidad de la tutela como vía judicial de protección inmediata de derechos fundamentales obliga a la autoridad judicial a tomar en cuenta como dato relevante el tiempo transcurrido entre el hecho generador de la solicitud y la petición de amparo pues un lapso irrazonable puede llegar a demostrar que la solución que se reclama no se requiere con prontitud, que es precisamente el caso para el cual el mecanismo preferente y sumario de la tutela está reservado
.

Frente al tema, la Corporación ha señalado que “[…] la acción de tutela es una acción ágil y apremiante, diseñada sobre un procedimiento urgente y célere, que permite la protección rápida de derechos fundamentales enfrentados a afectaciones reales y actuales de magnitud tal que el aparato jurisdiccional se ve obligado a hacer a un lado sus tareas ordinarias, a desplazar los procedimientos regulares que se someten a su consideración, para abordar de manera preferente el análisis del caso planteado”
.  Por lo anterior, la orden del juez de tutela “debe estar respaldada por la urgencia e inmediatez, en presencia de las cuales la Constitución lo autoriza a modificar una situación de hecho a través de un proceso sumario y expedito en el tiempo”
, condiciones estas que podrían verse desestimadas si el afectado ha dejado pasar un tiempo irrazonable para reclamar sus derechos”. 

En similar sentido se ha pronunciado esta Sección del Consejo de Estado, al estudiar el requisito de inmediatez cuando con la acción constitucional se pretende enjuiciar providencias judiciales. 

Así, en sentencia del 26 de febrero de 2015, acción de tutela No. 11001-03-15-000-2014-01063-00
, con ponencia del doctor Alberto Yepes Barreiro, expresó:

“Frente al requisito de inmediatez se ha insistido en que la acción de tutela debe incoarse en un plazo razonable
, el cual debe ser ponderado por el juez en cada caso, pues de lo contrario se desconocería el alcance jurídico establecido por el constituyente y se desvirtuaría su finalidad de medio de protección actual, inmediato y efectivo
.

De acuerdo con lo anterior, esta Sección
 ha declarado la improcedencia de las acciones de tutela contra providencias judiciales instauradas después de haber transcurrido un lapso considerable desde la ocurrencia del hecho generador que da lugar a la solicitud de protección y la presentación de la misma, sin que medien razones suficientes que justifiquen el retardo”. Negrilla no es del texto.

Para la Sala, en el caso concreto, la entidad actora no ejerció la acción de tutela en un «plazo razonable y proporcionado a partir del evento generador de la supuesta amenaza o violación de los derechos fundamentales». 

Lo anterior, toda vez que la supuesta afectación de los derechos fundamentales alegados como desconocidos por esta, proviene de la decisión de única instancia, proferida el 12 de julio de 2017, la cual fue objeto de solicitud de aclaración y complementación, que fue resuelta mediante auto de 7 de diciembre de 2017, en el sentido de negarla, proveído que fue notificado por estado del 13 de diciembre
, (como la misma accionante lo informa en el escrito de amparo), cobrando ejecutoria el día 18 del mismo mes y año
Así las cosas, se encuentra que la acción de tutela de la referencia se presentó en esta Corporación el 17 de julio del 2018
, es decir, luego de transcurridos más de siete meses de ejecutoriada la decisión judicial de la cual la parte actora alega una presunta violación de sus garantías constitucionales, término que para este juez constitucional no es razonable conforme a los argumentos expuestos en líneas precedentes. 

Observa esta colegiatura que si bien, el señor Mantilla Gutiérrez presentó recurso de reposición contra la decisión del 7 de diciembre de 2017, el cual fue decidido el 6 de abril de  2018, lo cierto es que dicho extremo temporal no puede ser tomado como término de referencia para establecer el cumplimiento del requisito de la inmediatez en el asunto de autos, como pasará a explicarse.

Resalta este juez que: (i) el proceso judicial objeto de censura fue tramitado en vigencia del Código Contencioso Administrativo, (ii) que ante la falta de disposiciones especiales regulen la procedencia de recursos contra las aclaraciones y adiciones de sentencias dicho estatuto, en su artículo 267
 hace una remisión expresa al Código de procedimiento Civil, (iii) que el C.P.C en su artículo 309 establece:

“La sentencia no es revocable ni reformable por el juez que la pronunció. Con todo, dentro del término de la ejecutoria, de oficio o a solicitud de parte, podrán aclararse en auto complementario los conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o que influyan en ella.

La aclaración de auto procederá de oficio dentro del término de su ejecutoria, o a petición de parte presentada dentro del mismo término.

El auto que resuelva sobre la aclaración no tiene recursos”. (Negrillas y Subrayas propias)

Al respecto, se resalta de la providencia proferida el 6 de abril de 2018 por la Sala Plena de la Sección Tercera de esta Corporación, con la que resolvió el nombrado recurso de reposición presentado frente el proveído de 7 de diciembre de 2017:

“7.1.
De la lectura del artículo 309 del C.P.C. es claro que, contra el auto que decide sobre la aclaración de la sentencia, no procede recurso alguno.

7.2.
Por consiguiente el recurso de reposición contra el auto que denegó la aclaración de la sentencia proferida por la Sala el 7 de diciembre de 2017 será denegado, por improcedente”.

Ahora bien, aunado a lo anterior vale resaltar lo establecido en el artículo 331 del Código de Procedimiento Civil, el cual dispone:

ARTÍCULO 331. EJECUTORIA. Las providencias quedan ejecutoriadas y son firmes tres días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los interpuestos. No obstante, en caso de que se pida aclaración o complementación de una providencia, su firmeza sólo se producirá una vez ejecutoriada la que la resuelva.

Así pues, con sustento en las normas citadas en precedencia, se tiene que contra el auto que resolvió la solicitud de aclaración y complementación presentada contra la sentencia de 12 de julio de 2017, no procedía ningún recurso. Luego, la decisión objeto de controversia en el asunto de autos quedó debidamente ejecutoriada el 18 de diciembre de 2017, toda vez que el proveído de 7 de diciembre de 2017 fue notificado por estado del 13 de ese mismo mes y año, como la misma actora lo informó.

Con fundamento en lo anterior, es esta fecha, el 18 de diciembre de 2017, la que debe tomarse como referencia para establecer el cumplimiento del requisito de procedibilidad adjetiva de la acción relacionado con la inmediatez, presupuesto que en este caso y conforme a lo explicado en párrafos precedentes, no se supera.

En atención a lo explicado, esta Sala constitucional confirmará la decisión proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado el 31 de octubre de 2018, que declaró improcedente la petición de tutela de la referencia, pero por las razones expuestas en este proveído.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
FALLA:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 31 de octubre de 2018, proferida por la Sección Cuarta de esta Corporación que DECLARÓ IMPROCEDENTE la acción de tutela de la referencia pero por las razones expuestas en este proveído.

SEGUNDO: Admitir la solicitud de coadyuvancia presentada por la Procuraduría General de la Nación.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes e intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO
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� Fl. 1, 17 de julio de 2018.


� Radicado No. 110010326000200100050-01


� Sentencia de 8 de mayo de 2003, Rad.: 25000-23-25-000-2001-0398-01 (AP), Actores: Asociación de Usuarios del Acueducto Rural San José el Triunfo y Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez, M.P.: Reinaldo Chavarro Buriticá.


� M.P. Jaime Araujo Rentería. 


� Folios 140 y siguientes 


� Sentencia No. 04271  de 4 noviembre de 2015  


� “Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”.


� “Por el cual se modifican los artículos 2.2.3.1.2.1, 2.2.3.1.2.4 y 2.2.3.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del sector Justicia y del Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela.


� "Por medio del cual se modifica el reglamento del Consejo de Estado".


� Sala Plena del Consejo de Estado. Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. C. P.: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra de páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñado. 


� Ídem.


� Entre otras en las T-949 del 16 de octubre de 2003, T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� «En este sentido, pueden consultarse las sentencias T-526 de 2005 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-016 de 2006 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-692 de 2006 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-905 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-1084 de 2006 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-1009 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-792 de 2007 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), T-825 de 2007 (MP Manuel José Cepeda Espinosa),  T-243 de 2008 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-594 de 2008 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-189 de 2009 (MP Luis Ernesto Vargas Silva),  T-299 de 2009 (MP Mauricio González Cuervo), T-265 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto),  T-691 de 2009 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), T-883 de 2009 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-328 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio),  entre muchas otras». 


� «MP Vladimiro Naranjo Mesa. Reiterada en numerosas oportunidades por las distintas Salas de Revisión de esta Corte, entre ellas las sentencias T-016 de 2006 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-158 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto),  T-654 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-890 de 2006 (MP Nilson Pinilla Pinilla), T-905 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-1009 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-1084 de 2006 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-593 de 2007 (MP Rodrigo Escobar Gil), T-594 de 2008 (MP Jaime Córdoba Triviño),  T-265 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto) y T-328 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio)».


� «En este sentido pueden consultarse las sentencias SU-961 de 1999 (MP Vladimiro Naranjo Mesa), T-016 de 2006 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-158 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-654 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-890 de 2006 (MP Nilson Pinilla Pinilla), T-1084 de 2006 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-594 de 2008 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-265 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-328 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio),  entre otras». 


� «Al respecto, consultar las sentencias T-526 de 2005 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-016 de 2006 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-158 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-654 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-890 de 2006 (MP Nilson Pinilla Pinilla), T-905 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-1009 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-593 de 2007 (MP Rodrigo escobar Gil), T-792 de 2007 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), T-825 de 2007 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-243 de 2008 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-594 de 2008 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-884 de 2008 (MP Jaime Araújo Rentería), T-265 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-299 de 2009 (MP Mauricio González Cuervo), T-691 de 2009 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), T-883 de 2009 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), entre otras”».


� Ver la sentencia T-594 de 2008 (MP Jaime Córdoba Triviño). 


� Sentencia T-158 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), reiterada por la sentencia T-691 de 2009 (MP Jorge Iván Palacio Palacio) y T-1028 de 2010 (MP Humberto Antonio Sierra Porto). 


� Decisión confirmada por la Sección Primera del Consejo de Estado, en segunda instancia, con sentencia del 26 de junio de 2015.


� «Cfr. Consejo de Estado, Sección Segunda - Subsección A, Rad. 11001-03-15-000-2008-01018-01(AC), Consejero Ponente: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren».


� «Sentencia Corte Constitucional T-290 de 14 de abril de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub».


� «Ver sentencias: de 18 de abril de 2013 Rad. No. 11001-03-15-000-2012-01172-01, Consejera Ponente: Susana Buitrago Valencia; 3 de julio de 2013. Rad. No. 11001-03-15-000-2012-01891-01, 12 de agosto de 2013 Rad. No. 11001-03-15-000-2013-1435-00 Consejera Ponente: Lucy Jeannette Bermúdez; 3 de julio de 2013, Rad. No. 11001-03-15-000-2013-00142-01, 12 de septiembre de 2013, Rad. No. 11001-03-15-000-2012-02203-01, Consejero Ponente: Alberto Yepes Barreiro, entre otras».


� Según consulta realizada en la página web de consulta de procesos judiciales


� Folio 1	


� ARTICULO 267. ASPECTOS NO REGULADOS. En los aspectos no contemplados en este Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la jurisdicción en lo Contencioso Administrativo.





